C.C.A.S.M. Expte. Nro. 1769-SI "LAMURAGLIA MARIA CELESTE C/ MUNICIPALIDAD DE VICENTE LOPEZ S/ MEDIDA CAUTELAR AUTONOMA O ANTICIPADA (341)" 


General San Martín,  6   del mes de Octubre  de 2009.    
VISTOS y CONSIDERANDO


I.-  El 30 de abril de 2009 María Celeste Lamuraglia promovió una medida cautelar contra la Municipalidad de Vicente López con el objeto de que se suspenda el apercibimiento de cesantía hasta tanto se expida la junta médica establecida por la ley 24.557, y se deje sin efecto la retención de haberes (fs. 18/21).


II.-  El 4 de mayo de 2009 el juez de grado  requirió un informe previo a la demandada, en los términos del art. 23, inc. 1 CCA (fs. 22), que fue contestado el 13 de mayo de 2009 (fs. 357/363 y vta).


III.-  El 8 de junio de 2009 el magistrado hizo lugar a las medidas cautelares solicitadas, ordenando se abstenga de hacer efectivo el apercibimiento de cesantía y mantenga su statu quo laboral hasta tanto se expida la junta médica de la ley 24.557, y que además cese con la suspensión del pago de los haberes y proceda a reintegrar los retenidos.  Asimismo, estableció caución juratoria y distribuyó las costas por su orden (fs. 369/373 y vta).  Para así decidir, tuvo por probado que la accionante se encuentra transitando  un cuadro patológico crónico en virtud del cual le han sido asignadas sendas licencias por enfermedad, y que no se han agotado las instancias pertinentes a los fines de proceder conforme lo dispuesto por la ley provincial 11.757 y nacional 24.557.  Finalmente, entendió acreditado el peligro en la demora en el carácter alimentario de la remuneración. 


IV.-  Contra dicho pronunciamiento el municipio interpuso recurso de apelación (fs. 381/384), formulando –en lo sustancial- los siguientes agravios:


a)  ausencia de vinculación con los hechos del caso, ya que no existió acto que dispusiera la cesantía, a diferencia del precedente de esta alzada citado por el a quo.


b)  la actora excedió el plazo máximo de licencia por enfermedad establecido por la ley 11.757, en tanto la junta médica municipal dictaminó que no se verifica una incapacidad de carácter permanente.  


c)  la intervención de una junta médica provincial –cuyo dictamen demora años- afectaría patrimonialmente a la comuna en forma, que debería mantener la situación de revista de la actora indefinidamente, cuando ello no es exigido por la ley 11.757.


d)  la actora nunca denunció ante la comuna la causa de las licencias como afecciones derivadas de su situación laboral, ni cumplió con el procedimiento establecido por la ley 24.557.


Al contestar el traslado de la apelación (fs. 416/418), la parte actora señaló:


a)  efectivamente no existió cesantía, sino intimación a reintegrarse bajo apercibimiento de cesantía, en tanto la comuna entendió que ya había incurrido en causal de cesantía y le retuvo sus haberes.


b)  la junta médica municipal no se había expedido sobre el grado de incapacidad de la actora, en todo caso, le había extendido la licencia;  en tanto la demandada no esperó una nueva evaluación e intimó directamente a su parte para que se reincorpore.


c)  el vencimiento del plazo máximo de licencia no autoriza sin mas a disponer la cesantía del agente municipal sin verificar previamente si el trabajador está en condiciones de retomar tareas.  Para ello, tal como ha sostenido la Asesoría General de Gobierno, debe elevar los antecedentes a la junta provincial a fin de comprobar la existencia de incapacidad permanente para el otorgamiento de la jubilación. 


d)  el origen laboral de su afección fue informado a la comuna en varias oportunidades, circunstancia que convalida el ámbito de aplicación de la ley 24.557.


V.-  Asimismo, la parte actora interpuso recurso de reposición, agraviándose del plazo de 30 días otorgado para el cumplimiento de la orden cautelar (fs. 414 y vta). 


VI.-  El 4 de agosto de 2009 el magistrado anterior en grado hizo lugar a la revocatoria y modificó el plazo otorgado en la resolución cautelar, intimando al municipio para que en el plazo de cinco días dé estricto cumplimiento a lo ordenado, bajo apercibimiento de una multa diaria de $200 a pagar por el Intendente (fs. 415). 


VII.-  Por su parte, la actora promovió una nueva acción, caratulada “Lamuraglia María Celeste c/ Municipalidad de Vicente López s/ ejecución de sentencia”, invocando el incumplimiento de la orden cautelar, y alegando el efecto devolutivo de la apelación (fs. 409/411).  Esta pretensión fue acumulada por el a quo (fs. 412/413).


VIII.-  El 25 de agosto de 2009 la demandada invocó el cumplimiento de la medida cautelar cuestionada (fs. 422/423).  


IX.-  El recurso de apelación resulta formalmente admisible, en tanto se dirige contra una decisión cautelar y ha sido interpuesto en escrito fundado y dentro del término (fs. 381/3847392/394 y vta;  y arts. 55 inc. 2 “b” y 56 inc. 1º in fine del CCA, ley 12008, texto según ley 13101). 


X.-  Sentado ello, corresponde indicar las circunstancias que se desprenden –en lo que aquí interesa- de las actuaciones administrativas nº 4119-000910/2009: 


a) El 9 de marzo de 2009 la Directora de Personal de la comuna hizo saber que los haberes correspondientes a los meses de enero y febrero de 2009 fueron retenidos por considerar excedida la licencia por enfermedad (fs. 343).


b) El 17 de marzo de 2009 el Subsecretario Legal y Técnico emitió un dictamen señalando que el plazo máximo establecido para las licencias de enfermedad se habría agotado el 2 de marzo de ese año, fecha a partir de la cual quedó en estado de ser intimada a retomar sus tareas, bajo apercibimiento de cese.  Asimismo, aconsejó poner a disposición los haberes retenidos en caso de haber cumplido su obligación de entregar los certificados médicos (fs. 346/348 y vta).  


c)  El 7 de abril de 2009 la jefa del Departamento de Seguridad Social notificó a Lamuglia que debía presentarse al Servicio de Medicina Legal del Hospital Municipal el día 13 de abril de 2009 a efectos de realizarse una junta médica en la especialidad psiquiatría, bajo apercibimiento de sanción disciplinaria (fs. 350)


d)  El 14 de abril de 2009 la jefa del Departamento de Seguridad Social notificó a Lamuglia que su licencia por enfermedad había vencido el 2 de marzo de 2009, y que sus haberes retenidos correspondientes al mes de enero se encontraban a su disposición.  Asimismo, indicó que no habiéndose reintegrado a prestar servicios, los haberes correspondientes al mes de marzo serían retenidos hasta tanto notifique a esa dependencia si haría uso de la licencia ordinaria correspondiente al año 2008 por 33 días, o si solicitaría una licencia extraordinaria sin goce de haberes, caso contrario podría considerarse su conducta incursa en abandono de servicios (fs. 351).


e)  El 21 de abril de 2009 Lamuraglia remitió un telegrama al Secretario de Gobierno manifestando que padecía, entre otras dolencias, de trastorno de ansiedad generalizada, fobia específica, temor irracional excesivo y persistente desencadenado por su situación laboral.  Señaló que el art. 32 de la ley 11.757 establecía el procedimiento a seguir en esos casos, que se encuentra en pleno trámite, ya que aún no se expidió la junta médica a la que había concurrido el 13 de abril, razón por la que –señaló- no correspondía retención de haberes.  Por último, solicitó la aplicación del art. 6, inc. d de la ley 24.557 (fs. 352).


f)  El mismo día la Directora General de Personal intimó a Lamuraglia a reintegrarse en sus funciones dentro de las 24 horas, bajo apercibimiento de cesantía por abandono de servicios (fs. 6).  Dicha intimación fue notificada el 27 de abril de 2009. 


g)  El  28 de abril de 2009 Lamuraglia rechazó dicha intimación y retención de haberes, invocando que sus inasistencias están justificadas por los certificados médicos, y que la junta médica aún no se había expedido.  A todo evento solicitó se conceda licencia ordinaria por 10 días, correspondiente al 2008 (fs. 7 y 354).  Finalmente, la presente cautelar autónoma fue promovida el 30 de abril de 2009.

XI.-  En relación al primer agravio –referido a la ausencia de acto de cesantía-, el sólo apercibimiento de disponer tal medida, dentro del reducido marco cognoscitivo que es característico de la medida solicitada, considerado en este estado liminar del proceso, es suficiente para acreditar los requisitos exigidos por el art. 22, inc. 1 y 25 del CCA, en orden a la justificación de la disposición cautelar, sin que se adviertan circunstancias de orden público que impidan la postergación de la decisión cuestionada hasta el dictado de un acto administrativo por la autoridad jerárquica superior con competencia resolutoria final que —a la luz del resultado de la junta médica convocada al efecto— eventualmente lo ratifique. 

En efecto, las medidas cautelares peticionadas —independientemente de la calificación efectuada por la actora— revisten carácter anticipado, ya que fueron solicitadas antes de la promoción de la demanda y del agotamiento de la vía, con el objeto de que se ordene la suspensión del acto recurrido en sede administrativa hasta que la autoridad jerárquica superior con competencia resolutoria final resuelva el recurso que habilita la instancia judicial en un sentido o en otro (arts. 23, incs. 1 y 2 CCA). 

En este sentido, el acto suscripto por la Directora General de Personal que la intima a reintegrarse a sus funciones dentro del plazo de 24 horas bajo apercibimiento de cesantía (fs. 6), habría sido objeto de impugnación en sede administrativa (fs. 7), que aún se encontraría pendiente de resolución.  Por su parte, la retención de haberes fue decidida por la Jefa del Departamento de Seguridad Social —dependiente de la Dirección General de Personal— (fs. 5), y también habría sido impugnado en sede administrativa, sin que se haya acreditado su resolución por la autoridad competente (esta Cámara in re: “Esquerdo”, causa Nº 874/07 I. 17-V-2007;  "Di Rocco” causa Nº 1161/07 del 27-III-09;  entre otras).


XII.-  El segundo agravio, referido al exceso del plazo como causa de la intimación, también debe desestimarse, ya que el cumplimiento de tal requisito no sería suficiente para justificar las medidas cuestionadas.


El art. 32 de la ley 11757 dispone que:  “Cuando exista enfermedad de corta o larga evolución, enfermedad profesional o accidente de trabajo que ocasione al agente impedimento para prestar normalmente las tareas asignadas, se le concederá licencia en la forma y condiciones que se establecen en los artículos siguientes. Cuando una junta médica comprobare la existencia de incapacidad permanente que alcance el límite de reducción de la capacidad laboral prevista por la ley específica de fondo para el otorgamiento de la jubilación por esta causa, aconsejará su cese para acogerse a dicho beneficio. La autoridad municipal deberá elevar en un plazo no mayor de treinta (30) días los antecedentes de cada caso a la junta médica provincial que deberá expedirse a la mayor brevedad. En los casos en que la junta médica provincial no se hubiere pronunciado al cabo de los seis (6) meses, el agente continuará gozando del cien (100) por ciento de los haberes hasta tanto se produzca dicho pronunciamiento”. 


De los antecedentes de la causa no surge, en principio, el cumplimiento de tales requisitos.  


Concretamente, aún no se encontraría acreditado en autos el resultado de la junta médica municipal en los términos del art. 32 de la ley 11.757, por lo que la intimación bajo apercibimiento de cese no se condice con los recaudos exigidos para intimar a la prestar servicios bajo apercibimiento de disponer la baja del agente.


A mayor abundamiento, la actora habría solicitado licencia ordinaria antes del cumplimiento del plazo para reintegrarse a prestar servicio (fs. 7), sin que se haya acreditado en autos su respuesta.


La trascendencia de la “baja” y lo señalado precedentemente constituyen elementos suficientes para admitir en este estado liminar del proceso la ilegitimidad que prima facie se atribuye a la actuación municipal, y con ello la desestimación de los agravios.


Por todo lo expuesto, este tribunal considera que se ha configurado la verosimilitud del derecho en tanto las intimaciones de la Directora de Personal y de la Jefa de Departamento de Seguridad Social padecerían -en principio- de un vicio en sus antecedentes causales. 


Tal circunstancia, apreciada con el carácter provisorio propio del examen cautelar, es suficiente a efectos de desvirtuar la presunción de legitimidad del obrar estatal.


XIII.-  También debe rechazarse en este estado procesal el tercer agravio, referido al gravamen patrimonial de la comuna por el tiempo que deberá mantener la situación de revista de la actora, dado el carácter anticipado de las medidas cautelares solicitadas, y consecuente alcance con el que se las confirma, ya que su mantenimiento depende exclusivamente de la parte demandada;  en tanto el plazo de caducidad de 30 días de las presentes medidas correrá a partir del día siguiente al de la notificación del acto que agota la vía administrativa –que será dictado a la luz del dictamen de la junta médica municipal-, es decir, a partir del momento en el que queda expedita la vía judicial (art. 23, inc. 2 CCA).  Ello, en tanto y en cuanto la junta médica a que hace mención la presente resolución se encuentra en la órbita municipal.

  XIV.-  Finalmente, merece acogimiento el último agravio, relacionado con el condicionamiento efectuado por el a quo respecto del resultado del dictamen de la junta médica de la ley 24.557, en tanto la aplicación de la ley de riesgos de trabajo se dirige a la reparación del daño invocado por la actora (art. 1 ley 24.557), y además de extralimitar, como principio, la competencia atribuida al fuero contencioso administrativo (art. 46 ley 24.557;  arts. 166 Const. Prov., 1 y 2 CCA), debe distinguirse de las normas que regulan el acceso al beneficio previsional por incapacidad citadas precedentemente.


En mérito a lo expuesto, el tribunal RESUELVE: rechazar la apelación y confirmar parcialmente la resolución de fs. 369/373 y vta en cuanto suspende la ejecución de los actos cuestionados por los fundamentos expuestos precedentemente y con el alcance indicado en el considerando XIII;  y revocarla sólo en cuanto condiciona el mantenimiento de la cautelar al dictamen de la comisión médica de la ley 24.557.  Diferir la imposición de costas de esta instancia (CCASM in re causa Nº 942/07, caratulada “Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Air Liquide Argentina SA y otros s/medidas precautorias”, del 22-VI-07) y la regulación de honorarios (art. 31 Decreto Ley 8904) para su oportunidad.  Todo lo cual, ASI SE DECIDE. Regístrese.  Notifíquese por Secretaría a la parte demandada, en tanto la actora quedará notificada en los estrados del tribunal (fs. 421).  Oportunamente devuélvase.

HUGO JORGE ECHARRI
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